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1. El derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, directamente o 
por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por 
sufragio universal, está reconocido en la Constitución Española de 1978: 

a) Este derecho no está reconocido en la Constitución Española de 1978. 
b) En la Sección 2ª del Capítulo segundo del Título I. 
c) En la Sección 1ª del Capítulo segundo del Título I. 
d) En el Capítulo cuarto del Título I. 

 
 
 
2. Conforme a lo establecido en el artículo 68 de la Constitución Española de 1978, 

las poblaciones de Ceuta y Melilla: 

a) No tendrán representación en el Congreso de los Diputados por no ser 
circunscripción provincial. 

b) Estarán representadas en el Congreso de los Diputados por dos diputados 
cada una de ellas. 

c) Tendrán únicamente la representación de un senador cada una de ellas.  
d) Estarán representadas en el Congreso de los Diputados por un Diputado cada 

una de ellas. 
 
 

 
3. De acuerdo con el artículo 64 de la Constitución Española de 1978, ¿quién no 

puede refrendar un acto del Rey? 

a) El Presidente del Gobierno. 
b) El Ministro de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. 
c) El Presidente del Congreso. 
d) El Presidente del Senado. 

 
 
 

4. De acuerdo con la Constitución Española de 1978, no corresponde al Rey: 

a) El nombramiento del Presidente del Tribunal Supremo. 
b) Asumir la más alta representación del Estado español en las relaciones 

internacionales. 
c) Nombrar al Presidente del Consejo de Gobierno en relación con las 

Comunidades Autónomas. 
d) Autorizar indultos generales. 

 
 
 
 
 
 
 



5. El Senado de la XIV Legislatura está compuesto por:  

a) 265 miembros, de los que 208 son electos y 57 designados por los Parlamentos 
autonómicos. 

b) 285 miembros, de los que 200 son electos, 75 designados por los Parlamentos 
autonómicos y 10 por designación real.  

c) 254 miembros establecidos en el Real Decreto 551/2019, de 24 de septiembre, 
de disolución del Congreso de los Diputados y del Senado y de 
convocatoria de elecciones. 

d) 350 miembros, de los que 308 son electos y 42 designados por los 
parlamentos autonómicos. 
 
 

6. De acuerdo lo establecido en el Reglamento del Senado, señale qué función NO 
corresponde al Presidente del Senado: 

a) Mantener las comunicaciones con el Gobierno y las autoridades. 
b) Anunciar el orden del día del Pleno del Senado. 
c) Computar los resultados de las votaciones del Senado. 
d) Aplicar las medidas relativas a disciplina parlamentaria. 

 
 
7. De acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 50/1997, de 27 de 

noviembre, del Gobierno, corresponde al Consejo de Ministros, como órgano 
colegiado del Gobierno: 

a) Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la 
política interior y exterior y velar por su cumplimiento. 

b) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa 
autorización del Congreso de los Diputados.  

c) Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes 
Ministerios.  

d) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los 
Diputados la declaración del estado de sitio. 

 
 

8.  Conforme al artículo 115 de la Constitución Española de 1978, el Presidente del 
Gobierno podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes 
Generales: 

a) Previa deliberación del Consejo de Ministros, bajo su exclusiva 
responsabilidad, y será decretada por el Rey. 

b) Previa autorización del Congreso de los Diputados, reunido a tal efecto, y será 
decretada por el Consejo de Ministros. 

c) Previa dimisión presentada al Rey, quien fijará la fecha de las elecciones.  
d) A propuesta de al menos la mitad de los Diputados y Senadores, cuando esté 

en trámite una moción de censura. 
 
 



9. Según la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, son 
funciones propias del mismo: 

a) La fiscalización externa de la actividad económico-financiera del sector público. 
b) La fiscalización interna de la actividad económico-financiera del sector público. 
c) La fiscalización del funcionamiento y organización de los órganos 

constitucionales del Estado. 
d) La fiscalización del funcionamiento de la Administración General del Estado. 

 

 

10. El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno y, según su 
Ley orgánica 3/1980, de 22 de abril, su Presidente será nombrado por: 

a) El Rey a propuesta del Presidente del Gobierno. 
b) Real Decreto del Consejo de Ministros refrendado por el Rey. 
c) Real Decreto acordado en Consejo de Ministros refrendado por el Presidente 

del Gobierno. 
d) Real Decreto refrendado por el Presidente de las Cortes Generales. 

 

 

11. Según el artículo 122 de la Constitución Española de 1978, el Consejo General del 
Poder Judicial, órgano de Gobierno de los Jueces y Tribunales, está formado por 
20 miembros nombrados por el Rey, de los cuales, ¿cuántos son a propuesta de 
las Cortes Generales? 

a) 10 a propuesta del Congreso y 10 a propuesta del Senado, por mayoría simple. 
b) 8 a propuesta del Congreso y 8 a propuesta del Senado, elegidos por mayoría 

de 2/3. 
c) 4 a propuesta del Congreso y 4 a propuesta del Senado, elegidos por mayoría 

de 3/5. 
d) 6 a propuesta del Congreso y 4 a propuesta del Senado, por mayoría de 3/5. 

 

 

12. Según la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto del 
Ministerio Fiscal, el Gobierno se relacionará con el Ministerio Fiscal por conducto 
de: 

a) El Fiscal General del Estado se dirigirá directamente al Presidente del 
Gobierno cuando lo estime necesario. 

b) La comunicación del Gobierno con el Ministerio Fiscal se hará por conducto del 
Ministro de Justicia a través del Fiscal General del Estado.   

c) El Consejo de Ministros se comunicará directamente con el Fiscal General del 
Estado. 

d) La comunicación del Gobierno con el Ministerio Fiscal se hará a través de la 
Junta de Fiscales, representada por el Fiscal General del Estado. 



13. Según el artículo 162 de la Constitución Española de 1978, ¿quiénes están 
legitimados para interponer recurso de inconstitucionalidad? 

a) El Presidente del Senado, el Defensor del Pueblo y los Presidentes de las 
Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas. 

b) El Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 diputados, 50 
Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas 
y, en su caso, las Asambleas de las mismas. 

c) 10 Diputados, 10 Senadores, el Defensor del Pueblo y las Asambleas 
legislativas de las Comunidades Autónomas. 

d) 20 Diputados, 20 Senadores, el Defensor de Pueblo, el Presidente del 
Gobierno y los Presidentes de los órganos ejecutivos de las Comunidades 
Autónomas. 

 

 

14. Según establece el artículo 159 de la Constitución Española de 1978, el Tribunal 
Constitucional, se compone de: 

a) 12 miembros nombrados por el Rey, a propuesta de Consejo General del 
Poder Judicial por mayoría de 3/5. 

b) 12 miembros nombrados por el Rey, de ellos 4 a propuesta del Congreso por 
mayoría de 3/5, 4 a propuesta del Senado con idéntica mayoría, 2 a propuesta 
del Gobierno y 2 a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

c) 12 miembros nombrados por el Rey, de ellos 4 a propuesta de las Cortes 
Generales por mayoría de 3/5, 4 a propuesta del Consejo General del Poder y 
4 a propuesta del Gobierno. 

d) 12 miembros nombrados por el Rey, de ellos 4 a propuesta de las Cortes 
Generales por mayoría de 3/5, 6 a propuesta del Consejo General del Poder 
por idéntica mayoría y 2 a propuesta del Gobierno. 

 

 

15. Según establece el artículo 59 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen del 
Sector Púbico, los órganos de nivel inferior a Subdirección General, se crean, 
modifican y suprimen por: 

a) Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro correspondiente. 
b) Orden del Ministro respectivo, previa autorización del Ministro de Hacienda y 

Administraciones Públicas. 
c) Las relaciones de puestos de trabajo a propuesta del Ministro correspondiente. 
d) Por la Comisión Ejecutiva de la Comisión Interministerial de Retribuciones. 

 

 

 



16. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
corresponde a los Subdelegados de Gobierno en las Comunidades autónomas: 

a) Nombrar a los Secretarios Generales en las provincias de su ámbito de 
actuación. 

b) Resolver los recursos en vía administrativa interpuestos contra las resoluciones 
y actos dictados por el Delegado de Gobierno. 

c) Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma. 

d) Servir de enlace entre la Administración Institucional y la provincia donde 
ejercen su actividad. 

 

 

17. La asistencia jurídica y las funciones de intervención y de control económico 
financiero de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno, se ejercerán por: 

a) La Fiscalía y la Intervención General del Estado, respectivamente. 
b) La Abogacía del Estado y la Intervención General del Estado, respectivamente. 
c) El Gobierno a través del Ministerio de Hacienda. 
d) El Gobierno a través de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Política 

Territorial y Función Pública. 
 
 
 

18. El artículo 30 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece 
los plazos de prescripción de infracciones y sanciones en el caso en que las leyes 
que las establezcan no fijen plazos de prescripción. En el caso de las sanciones 
por faltas leves, la ley prevé que prescribirán a: 

a) 2 años.  
b) 1 año. 
c) 6 meses. 
d) 18 meses. 

 
 
 

19. Son fines esenciales de los Colegios Profesionales según lo dispuesto en el 
artículo 1 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales: 
(Señale la respuesta INCORRECTA) 

a) La ordenación del ejercicio de las profesiones. 
b) La representación jurídica de los colegiados cuando las profesiones estén 

sujetas a colegiación obligatoria. 
c) La defensa de los intereses profesionales de los colegiados. 
d) La protección de los intereses de los consumidores y usuarios de los servicios 

de sus colegiados. 
 



20. En el marco de lo dispuesto en el artículo 147.2 de la Constitución Española de 
1978, los Estatutos de Autonomía deberán contener: (Señale la respuesta 
INCORRECTA)  

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad 
histórica y cultural. 

b) La delimitación de su territorio. 
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y 

las bases para el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas. 
 

 

21. Son elementos del Municipio, tal como dispone el artículo 11.2 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local: (Señale la respuesta 
INCORRECTA) 

a) El territorio. 
b) El término municipal. 
c) La población. 
d) La organización. 
 
 
 

22. Según la Constitución Española de 1978, ¿cuál de estas materias NO es 
competencia exclusiva del Estado? 

a) Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de 
títulos académicos y profesionales.   

b) Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de 
referéndum. 

c) Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de 
una Comunidad Autónoma.   

d) Sanidad exterior y asistencia social. 
 

 

23. Según el artículo 3 del Código Civil, las normas se interpretarán según el sentido 
propio de sus palabras en relación con: (Señale la respuesta INCORRECTA) 
 
a) El contexto. 
b) Los antecedentes históricos y legislativos. 
c) La realidad económica del tiempo en que han de ser aplicadas. 
d) El espíritu y la finalidad de aquellas. 

 
 
 
 



24. Según la Constitución Española de 1978, la ley dictada por las Cortes Generales 
para atribuir a las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, 
normas legislativas en el marco de los principios, bases y directrices fijados por 
una ley estatal, es: 

a) Decreto Ley. 
b) Ley orgánica de transferencia. 
c) Ley de armonización. 
d) Ley marco. 

 
 

25. Con el trámite de consulta pública de un reglamento previsto en el artículo 133.1 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, se pretende recabar la opinión: 

a) De los Grupos parlamentarios. 
b) De los Grupos parlamentarios y de las organizaciones sindicales más 

representativas potencialmente afectados por la futura norma. 
c) De los sujetos y de las organizaciones más representativas potencialmente 

afectados por la futura norma. 
d) De los Grupos parlamentarios, del resto de los Departamentos ministeriales y 

de los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas. 
 
 

26. En base al principio de eficiencia en la buena regulación normativa según el 
artículo 129.6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, la iniciativa normativa... 

a) se ejercerá de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico, 
nacional y de la Unión Europea. 

b) deberá evitar cargas administrativas innecesarias o accesorias y racionalizar, 
en su aplicación, la gestión de los recursos públicos. 

c) deberá contener la regulación imprescindible para atender la necesidad a cubrir 
con la norma, tras constatar que no existen otras medidas menos restrictivas 
de derechos, o que impongan menos obligaciones a los destinatarios. 

d) será la económicamente más adecuada en función de los análisis de costes 
realizados previamente por los órganos competentes. 

 

27. Según el artículo 40.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la notificación de un acto 
administrativo debe cursarse en un plazo de… 

a) 15 días a partir de la fecha en que el acto ha sido dictado. 
b) 15 días a partir de la fecha en que el acto ha sido publicado. 
c) 10 días a partir de la fecha en que el acto ha sido dictado. 
d) 10 días a partir de la fecha en que el acto ha sido publicado. 

 
 



28. Según establece el artículo 40.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, NO es un 
requisito obligatorio de un acto administrativo: 

a) La indicación de si pone fin o no a la vía administrativa. 
b) La expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y 

judicial. 
c) La fecha en que el acto se publica. 
d) El texto íntegro de la resolución. 

 
 
 

29. De acuerdo con lo establecido en el artículo 39.3 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, un acto administrativo que se dicta en sustitución de otro acto anulado: 

a) Excepcionalmente puede tener eficacia retroactiva. 
b) Excepcionalmente puede tener eficacia retroactiva, pero únicamente si produce 

efectos favorables al interesado. 
c) No puede tener nunca eficacia retroactiva. 
d) Tiene efectos retroactivos en todos los casos. 

 
 
 

30. De acuerdo con lo establecido en el artículo 106.5 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, el plazo de caducidad establecido en los procedimientos de revisión 
iniciados de oficio de un acto nulo de pleno derecho es de: 

a) Un año desde el inicio del procedimiento de revisión. 
b) Un año desde que el acto se dicta. 
c) Un año desde que el acto es recurrido en tiempo y forma. 
d) Seis meses desde el inicio del procedimiento de revisión. 

 

 

31. De acuerdo con el artículo 114.2.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los actos 
administrativos emanados de un Director general o superior, en relación con las 
competencias que tienen atribuidas en materia de personal: 

a) Ponen fin a la vía administrativa. 
b) Son susceptibles de recurso de alzada. 
c) No pueden ser recurridos ni en vía administrativa ni contencioso-administrativa. 
d) Son susceptibles de recurso de apelación. 

 
 
 
 



 
 
 

32. Conforme establece el artículo 115.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el error o la 
falta de calificación del recurso por parte del recurrente: 

a) Implica que, en todos los casos, el órgano administrativo le requiera para que 
en el plazo de diez días identifique el tipo de recurso que desea presentar. 

b) Implica inadmisión de recurso sin más trámite. 
c) No es obstáculo para que el recurso se tramite, siempre que se deduzca su 

verdadero carácter. 
d) Implica que el recurso se admita, pero dándole en todos los casos 

consideración de recurso de reposición. 
 
 
 

33. De acuerdo a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, ¿cuál de las siguientes respuestas NO hace referencia a uno de los 
principios de la potestad sancionadora de la Administración? 

a) Principio de efectividad. 
b) Principio de tipicidad.  
c) Irretroactividad.  
d) Concurrencia de sanciones.  

 

 

34. En las solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial, en los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por 
anulación en vía administrativa o contencioso-administrativa de un acto o 
disposición de carácter general, el derecho a reclamar prescribirá… 

a) a los nueve meses de haberse notificado la resolución administrativa o la 
sentencia definitiva. 

b) al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia 
definitiva.  

c) a los dos años de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia 
definitiva. 

d) a los dieciocho meses de haberse notificado la resolución administrativa o la 
sentencia definitiva. 
 
 
 
 
 
 
 



35. De acuerdo con la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, en un procedimiento contencioso-administrativo en 
primera o única instancia, la sentencia  decidirá todas las cuestiones controvertidas 
en el proceso, y se dictará en el plazo de… 

a) cinco días desde que el pleito haya sido declarado concluso, salvo que el Juez 
o Tribunal apreciase que la sentencia no pueda dictarse dentro del plazo 
indicado.  

b) diez días desde que el pleito haya sido declarado concluso, salvo que el Juez o 
Tribunal apreciase que la sentencia no pueda dictarse dentro del plazo 
indicado. 

c) quince días desde que el pleito haya sido declarado concluso, salvo que el 
Juez o Tribunal apreciase que la sentencia no pueda dictarse dentro del plazo 
indicado. 

d) veinte días desde que el pleito haya sido declarado concluso, salvo que el Juez 
o Tribunal apreciase que la sentencia no pueda dictarse dentro del plazo 
indicado. 

 

36. De acuerdo con la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo 
conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con: 

a) Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la 
Administración Pública y los conflictos de atribuciones entre órganos de una 
misma Administración. 

b) Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, 
penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración 
Pública.  

c) Los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público, adoptados 
en el ejercicio de funciones públicas.  

d) El recurso contencioso-disciplinario militar. 
 

37. La Organización de Naciones Unidas se fundó… 

a) el 1 de junio de 1944 en Ginebra. 
b) el 24 de octubre de 1945 en San Francisco. 
c) el 5 de mayo de 1949 en Londres. 
d) el 4 de abril de 1949 en Washington. 

 

38. ¿Cuál de las siguientes instituciones económicas internacionales se creó en 1944 y 
tiene su sede en Washington? 

a) La Organización Internacional del Trabajo. 
b) La Organización Mundial de Comercio. 
c) El Banco Mundial. 
d) El Banco Central Europeo. 

 



 

39. El cambio de nombre de Comunidad Económica Europea (CEE) a Unión Europea 
(UE), se produjo en: 

a) 1993. 
b) 1992. 
c) 2000. 
d) 2002. 

 
 

40. El Tratado de Lisboa, de 13 de diciembre de 2007… 

a) modifica el Tratado de la Unión Europea y el Tratado constitutivo de la 
Comunidad Europea. 

b) modifica el Tratado de la Comunidad Económica Europea y el Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica. 

c) entró en vigor el 13 de diciembre de 2009. 
d) fue ratificado por todos los Estados Miembros con excepción de Eslovenia. 

 
    

41. La Comisión Europea: 

a) Tiene una responsabilidad colegiada ante el Parlamento Europeo. 
b) Sus miembros dimiten individualmente en caso de moción de censura 

aprobada por el Parlamento Europeo.  
c) Tiene una responsabilidad individual ante el Parlamento Europeo. 
d) Ejerce sus responsabilidades con plena dependencia de los Estados 

Miembros. 
 
 

42. ¿Qué mayoría mínima de miembros del Consejo puede constatar la existencia de 
riesgo claro de violación grave por parte de un Estado miembro de los valores 
sobre los que se sustenta la Unión Europea? 

a) Cuatro quintos. 
b) Tres quintos. 
c) Tres cuartos. 
d) Dos tercios. 

 
 

43. El Tribunal de Cuentas de la Unión Europea tiene su sede en… 

a) Bruselas. 
b) Luxemburgo. 
c) Estrasburgo. 
d) Frankfurt. 

 
 
 



 
 

44. Conforme establece el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, a fin de 
garantizar la participación de la sociedad civil, las instituciones, órganos y 
organismos de la Unión Europea actuarán con el mayor respeto posible al principio 
de: 

a) Subsidiariedad. 
b) Proporcionalidad. 
c) Economía. 
d) Apertura. 

 
 
 

45. En el ámbito de la Unión Europea, el dictamen: 

a) Ofrece orientaciones de interpretación del Derecho de la Unión. 
b) Crea obligaciones para los destinatarios de las Instituciones europeas.  
c) Ofrece orientaciones de interpretación del Derecho del Estado miembro.  
d) Crea obligaciones para los destinatarios de los Estados miembros. 

 
 
 

46. En la negociación y celebración de acuerdos entre la Unión Europea y terceros 
países u organizaciones internacionales: 

a) El Consejo autorizará la apertura de negociaciones. 
b) La Comisión autorizará la apertura de negociaciones. 
c) La Comisión autorizará las directrices de negociación. 
d) La Comisión adoptará una decisión por la que se autorice la firma del acuerdo. 

 
 
 

47. En el caso de incumplimiento de las normas de Derecho de la Unión Europea por 
parte de las Administraciones Públicas españolas, la responsabilidad que se 
devengue será declarada por: 

a) Consejo de Ministros.  
b) Tribunal de Cuentas. 
c) Congreso de los Diputados. 
d) Conferencia de Asuntos Relacionados con la Unión Europea. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

48. La copia auténtica de un documento público administrativo o privado es la 
realizada, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las 
Administraciones Públicas en la que quede garantizada la identidad del órgano que 
ha realizado la copia y su contenido, teniendo la misma validez y eficacia que los 
documentos originales. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones es verdadera? 

a) La copia auténtica debe plasmarse siempre en un documento físico, cotejado, 
sellado y archivado por las unidades de Registro de la Administración. 

b) La copia auténtica electrónica sólo puede realizarse de un documento original 
electrónico. 

c) La copia auténtica en papel de un documento electrónico requiere de la 
presencia de un código de verificación. 

d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho 
soporte se proporcionarán únicamente mediante una copia auténtica en papel 
del documento electrónico que se encuentre en poder de la Administración. 
 
 
 

49. ¿Qué es la Plataforma de Intermediación de Datos (PID)? 

a) Es una plataforma establecida por la Agencia Española de Protección de Datos 
para controlar el intercambio de datos entre Administraciones Públicas. 

b) Es una plataforma que permite a un ciudadano verificar los datos 
intercambiados sobre él entre las Administraciones Públicas. 

c) Es una plataforma que permite verificar o consultar los datos de un ciudadano 
que ha iniciado un trámite con una entidad sin que tenga que aportar 
documentos acreditativos. 

d) Es una plataforma que permite la intermediación de datos entre las 
Administraciones Públicas y empresas privadas cumpliendo la regulación en 
materia de protección de datos de carácter personal. 
 
 
 

50. Según el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, el personal 
directivo de las Administraciones Públicas: 

a) Estará sometido a evaluación por su superior jerárquico en el marco de la Ley 
40/2015. 

b) Estará sometido a evaluación por la Agencia Estatal de Evaluación de las 
Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios. 

c) Estará sometido a control de resultados en relación con los objetivos que les 
hayan sido fijados. 

d) No estará sometido a evaluación. 
 
 
 



 
51. El Estatuto del Directivo Público Profesional de la Administración General del 

Estado: 

a) Se encuentra contenido en el Estatuto Básico del empleado Público. 
b) Se encuentra regulado en la Ley 40/2015. 
c) Recoge la normativa aplicable a la figura del Directivo Público en la AGE y sus 

organismos dependientes. 
d) No se ha desarrollado. 

 

 

52. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, en el procedimiento de elaboración de normas 
con rango de Ley y reglamentos, ¿bajo qué circunstancias puede omitirse el 
trámite de consulta pública mediante publicación en el portal web de la 
Administración competente? 

a) En ningún caso. 
b) Cuando lo solicite la Administración competente, por razón de urgencia. 
c) Cuando se trate de normas presupuestarias u organizativas de la 

Administración General del Estado. 
d) Únicamente cuando lo autorice el Defensor del Pueblo. 

 

 

53. Al Instituto para la Evaluación de Políticas Públicas, en el ámbito de la 
Administración General del Estado y sus organismos públicos, no le corresponde 
una de las siguientes funciones: 

a) El impulso de propuestas de reforma de la Administración Pública.  
b) La evaluación de las políticas públicas y de los planes y programas cuya 

evaluación se le encomiende, en coordinación con los departamentos 
ministeriales. 

c) El fomento de la cultura de evaluación de las políticas públicas. 
d) La formulación y difusión de metodologías de evaluación. 

 

 

54. El fomento de las relaciones de colaboración institucional con los Departamentos 
ministeriales para canalizar la difusión de las políticas públicas corresponde: 

a) A la Dirección General de Cooperación Autonómica y Local. 
b) A la Dirección General de Régimen Jurídico Autonómico y Local. 
c) A la Dirección General de la Administración General del Estado en el Territorio.  
d) A la Dirección General de Gobernanza Pública. 

 



55. La planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los 
resultados de las políticas públicas es uno de los principios que las 
Administraciones Públicas deberán respetar en su actuación y relaciones, según 
se establece en: 

a) La Constitución Española. 
b) La Ley del Gobierno. 
c) La Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 
d) La Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas. 
 

56. Según el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco 
general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, los 
estudios que tienen por objeto la detección de las necesidades y expectativas de 
los usuarios acerca de los aspectos esenciales del servicio están incluidos dentro 
del programa de… 

a) quejas y sugerencias. 
b) cartas de servicios. 
c) evaluación de la calidad de las organizaciones. 
d) análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios de los 

servicios. 
 

57. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, será imputable al responsable del tratamiento la 
inexactitud de los datos personales cuando los datos inexactos hubiesen sido 
obtenidos por el responsable: 

a) directamente del afectado. 
b) de un mediador o intermediario, cuando se establezca esa posibilidad. 
c) de otro responsable del tratamiento. 
d) de un registro público. 

 

58. Según la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado, los altos cargos formularán al Registro de 
Actividades de altos cargos una declaración de las actividades que hubieran 
desempeñado durante: 

a) los tres años anteriores a su toma de posesión como alto cargo, en el plazo 
improrrogable de dos meses desde su toma de posesión. 

b) los dos años anteriores a su toma de posesión como alto cargo, en el plazo 
prorrogable de tres meses desde su toma de posesión. 

c) los dos años anteriores a su toma de posesión como alto cargo, en el plazo 
improrrogable de tres meses desde su toma de posesión. 

d) los dos años anteriores a su toma de posesión como alto cargo, en el plazo 
improrrogable de dos meses desde su toma de posesión. 

 



 

 

59. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del 
ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, se consideran 
intereses personales: 

a) Los intereses familiares, incluyendo los de su cónyuge o persona con quien 
conviva en análoga relación de afectividad y parientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo grado de afinidad. 

b) Los intereses familiares, incluyendo los de su cónyuge o persona con quien 
conviva en análoga relación de afectividad y parientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o tercer grado de afinidad. 

c) Los de las personas jurídicas o entidades privadas a las que el alto cargo haya 
estado vinculado por una relación laboral o profesional de cualquier tipo en los 
cinco años anteriores al nombramiento. 

d) Los de las personas jurídicas o entidades privadas a las que el alto cargo haya 
estado vinculado por una relación laboral o profesional de cualquier tipo en los 
tres años anteriores al nombramiento. 

 

 

60. ¿En qué norma se recoge por primera vez de forma específica la regulación de la 
figura del personal directivo? 

a) En la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función 
Pública. 

b) En la Ley 23/1988, de 28 julio, de Reforma de la Ley de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública. 

c) En la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. 
d) En el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 
 

 

61. La Ley articulada de Funcionarios Civiles del Estado, ¿está derogada? 

a) Sí, se derogó por la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública. 
b) Sí, se derogó parcialmente por la Ley de Medidas para la Reforma de la 

Función Pública y posteriormente fue derogada por la Ley 7/2007, del Estatuto 
Básico del Empleado Público. 

c) No, determinados preceptos mantienen su vigencia. 
d) Sí, el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, derogó 
los últimos preceptos que quedaban vigentes. 

 

 



 

 

62. A los efectos del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social, el principio en virtud del cual las personas 
con discapacidad deben poder llevar una vida en igualdad de condiciones, 
accediendo a los mismos lugares, ámbitos, bienes y servicios que están a 
disposición de cualquier otra persona, se denomina: 

a) Vida independiente. 
b) Normalización. 
c) Inclusión social. 
d) Igualdad de oportunidades. 

 
 
 

63. Según lo establecido en el III Plan para la igualdad de género en la Administración 
General del Estado y en los Organismos Públicos vinculados o dependientes de 
ella, los ejes donde se recomienda un mayor esfuerzo en la inclusión de medidas 
de impacto efectivo son: 

a) La sensibilización y formación y la violencia de género y otras situaciones de 
especial protección. 

b) El acceso al empleo público y las condiciones de trabajo y carrera profesional. 
c) La conciliación y corresponsabilidad y la violencia de género. 
d) Las retribuciones y las condiciones de trabajo y carrera profesional. 

 

 

64. Según lo dispuesto el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, señale la respuesta correcta en relación con la reserva de vacantes para 
personas con discapacidad en las ofertas de empleo público: 

a) Se reservará un cupo superior al siete por ciento de las vacantes para ser 
cubiertas entre personas con discapacidad. 

b) De las vacantes reservadas, al menos el dos por ciento de las plazas ofertadas 
debe ser para personas que acrediten discapacidad física. 

c) Se pretende que progresivamente se alcance el dos por ciento de los efectivos 
totales en cada Administración Pública. 

d) De las vacantes reservadas, al menos el tres por ciento de las plazas ofertadas 
debe ser para personas que acrediten discapacidad intelectual. 

 

 

 



 

 

65. Según lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, en relación con la jubilación de los funcionarios, señale la respuesta 
correcta: 

 
a) La jubilación forzosa se declarará de oficio en todo caso al cumplir el 

funcionario los sesenta y cinco años de edad. 
b) La prolongación de la permanencia en el servicio activo hasta los 70 años se 

concede automáticamente previa solicitud del interesado. 
c) La jubilación podrá ser por declaración de incapacidad temporal para el 

ejercicio de las funciones propias de su cuerpo o escala. 
d) La jubilación voluntaria procede a solicitud del interesado, siempre que reúna 

los requisitos y condiciones establecidos. 
 
 
 
66. Según el artículo 37 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, son materias objeto de negociación: (Señale la respuesta INCORRECTA) 

a) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, 
provisión, sistema de clasificación de puestos de trabajo, y planes e 
instrumentos de planificación de recursos humanos. 

b) Las que afecten a las condiciones de trabajo y a las retribuciones de los 
funcionarios cuya regulación exija norma con rango de ley. 

c) La determinación y aplicación de las retribuciones básicas de los funcionarios. 
d) Los criterios generales sobre ofertas de empleo público. 

 

 

67. En relación con los Pactos y Acuerdos regulados en el Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público, cuando exista falta de ratificación de un 
Acuerdo, se deberá iniciar la renegociación de las materias tratadas en el plazo 
de… 

a) dos meses si así lo solicitara al menos la mayoría de una de las partes. 
b) un mes si así lo solicitara al menos un tercio de una de las partes. 
c) quince días si así lo solicitara al menos un tercio de una de las partes. 
d) un mes si así lo solicitara al menos la mayoría de una de las partes. 

 

 

 

 



68. Tal como dispone el artículo 9 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, y en los términos que en la ley de desarrollo de cada 
Administración Pública se establezca, el ejercicio de las funciones que impliquen la 
participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o en la 
salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones 
Públicas corresponden… 

a) al personal directivo. 
b) exclusivamente a los funcionarios de carrera. 
c) a los empleados públicos. 
d) exclusivamente a los funcionarios públicos. 

 

69. El reconocimiento de servicios previos en la Administración Pública se regula 
mediante la Ley: 

a) 53/1984, de 26 de diciembre. 
b) 70/1978, de 26 de diciembre. 
c) 7/1985, de 2 de abril. 
d) 39/2015, de 1 de octubre. 

 

70. Establece el artículo 90.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público que la suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá 
exceder de… 

a) 3 años. 
b) 4 años. 
c) 5 años. 
d) 6 años. 

 

71. A tenor de lo dispuesto en el artículo 41 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público, los miembros de las Juntas de Personal y los Delegados de 
Personal, en su caso, como representantes legales de los funcionarios, dispondrán 
en el ejercicio de su función representativa del derecho a la audiencia en los 
expedientes disciplinarios a que pudieran ser sometidos sus miembros durante el 
tiempo de su mandato y… 

a) durante los dieciocho meses inmediatamente posteriores. 
b) durante el año inmediatamente posterior, sin perjuicio de la audiencia al 

interesado regulada en el procedimiento sancionador. 
c) durante los seis meses inmediatamente posteriores salvo que se produzca la 

prescripción de la falta cometida. 
d) hasta que se produzca la prescripción de la falta, sin perjuicio de la audiencia al 

interesado regulada en el procedimiento sancionador correspondiente. 
 

 



 

 

72. La Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio 
de las Administraciones Públicas exceptúa del régimen de incompatibilidades la 
siguiente actividad: 

a) La participación en Tribunales calificadores de pruebas selectivas para ingreso 
en las Administraciones Públicas. 

b) La participación habitual en coloquios y programas en cualquier medio de 
comunicación social. 

c) El ejercicio del cargo de Presidente, Vocal o miembro de Juntas rectoras de 
Mutualidades de Funcionarios, con dedicación a tiempo parcial inferior a 15 
horas semanales retribuidas. 

d) La dirección de seminarios o el dictado de cursos o conferencias en Centros 
oficiales destinados a la formación de funcionarios o profesorado, cuando no 
tenga carácter permanente o habitual ni supongan más de ochenta y cinco 
horas al año. 

 

 

73. Establece el artículo 25.1 del Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril, 
por el que se aprueba el texto refundido de Ley de Clases Pasivas del Estado, que 
la percepción simultánea de más de tres pensiones ordinarias de Clases Pasivas 
de jubilación, viudedad, orfandad o en favor de padres causadas por diferente 
persona es: 

a) Compatible. 
b) Incompatible. 
c) Compatible, con las excepciones establecidas en la norma. 
d) Incompatible, con las excepciones establecidas en la norma. 

 

 

74. Según lo establecido en el artículo 25.1 del Real Decreto Legislativo 4/2000, de 23 
de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social 
de los Funcionarios Civiles del Estado, la incapacidad permanente total y la 
incapacidad permanente absoluta del funcionario darán lugar a: 

a) La jubilación del funcionario, con derecho a una cantidad mensual equivalente 
al 50 por 100 de la pensión de jubilación que le corresponda con arreglo al 
Régimen de Clases Pasivas. 

b) La jubilación de acuerdo con la legislación en vigor. 
c) La percepción de la totalidad de los haberes que correspondan al puesto de 

trabajo que efectivamente desempeñe, debiendo sujetarse a los procesos de 
rehabilitación. 

d) La jubilación parcial, con la limitación para el desempeño de las funciones de 
su Cuerpo, Escala o plaza. 

 

 



75. Por participación institucional, a efectos de lo dispuesto en el texto refundido del 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, artículo 31, se 
entiende el derecho a… 

a) participar, a través de las organizaciones sindicales, en los órganos de control 
y seguimiento de las entidades u organismos que legalmente se determine. 

b) elegir representantes y constituir órganos unitarios a través de los cuales se 
instrumente la interlocución entre las Administraciones Públicas y sus 
empleados. 

c) negociar la determinación de condiciones de trabajo de los empleados de la 
Administración Pública. 

d) participar en las elecciones para Delegados y Juntas de Personal, en las 
unidades electorales comprendidas en el ámbito específico de su constitución. 

 
 

76. Dispone el artículo 84.3 del IV Convenio Único para el personal laboral de la 
Administración General del Estado, que los órganos de representación sindical se 
constituirán de acuerdo con: 

a) La Ley Orgánica de Libertad Sindical y los estatutos de las organizaciones 
sindicales. 

b) La Ley Orgánica de Libertad Sindical y el Estatuto de los Trabajadores. 
c) El Estatuto de los Trabajadores y el texto refundido de la Ley del Estatuto 

Básico del Empleado Público. 
d) La Ley Orgánica de Libertad Sindical, el Estatuto de los Trabajadores y el IV 

Convenio Único para el personal laboral de la Administración General del 
Estado. 

 

77. El órgano específico de participación y negociación de las organizaciones 
sindicales en materia de prevención de riesgos laborales, según el Real Decreto 
67/2010, de 29 de enero, de adaptación de la legislación de Prevención de 
Riesgos Laborales a la Administración General del Estado, es: 

a) La Mesa Específica de Negociación de la Administración General del Estado. 
b) La Mesa Sectorial de Negociación de la Administración General del Estado. 
c) El Comité de Seguridad y Salud, en el ámbito de cada Departamento u 

Organismo público. 
d) La Comisión Técnica de Prevención de Riesgos Laborales. 

 

78. Según el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento de los Servicios de Prevención, será obligatoria la designación de uno 
o varios trabajadores para llevar a cabo las actividades preventivas cuando el 
empresario: 

a) Asume personalmente la actividad preventiva. 
b) Constituye un servicio de prevención propio. 
c) Recurre a un servicio de prevención ajeno. 
d) Realiza alguna de las actividades incluidas en el anexo I del citado Real 

Decreto. 
 



79. De acuerdo con la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, las administraciones que incurran en 
déficit estructural debido a catástrofes naturales, recesión económica grave o 
situaciones de emergencia extraordinaria, deberán elaborar un: 

a) Plan de reequilibrio. 
b) Plan económico-financiero. 
c) Plan de ajuste. 
d) Plan de gasto. 

 

80. De acuerdo con la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, ¿cuál de los siguientes NO es un 
principio de la política de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera? 

a) Principio de plurianualidad. 
b) Principio de transparencia. 
c) Principio de lealtad institucionalidad. 
d) Principio de déficit contenido. 

 

81. De acuerdo con el artículo 41 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la clasificación del estado de los ingresos que distingue los 
corrientes, los de capital y las operaciones financieras se denomina: 

a) Clasificación por programas. 
b) Clasificación económica. 
c) Clasificación presupuestaria de ingresos. 
d) Clasificación orgánica. 

 

82. De acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, los 
compromisos de gasto extendidos a ejercicios posteriores a aquel en que se 
autoricen, no podrán superar los siguientes porcentajes, aplicados al crédito inicial: 
 

a) En el ejercicio inmediato siguiente, el 70%, en el segundo ejercicio, el 60%, y 
en los ejercicios tercero y cuarto, el 50%. 

b) En los cuatro ejercicios siguientes, el 70%. 
c) En los cuatro ejercicios siguientes, el 50%. 
d) En el ejercicio inmediato siguiente, el 100%, en el segundo ejercicio, el 70%, y 

en los ejercicios tercero y cuarto, el 60%. 
 
 

83. Las transferencias entre créditos de un mismo programa que afecten a los gastos 
de personal de un organismo autónomo deben ser aprobadas por: 

a) El Consejo de Ministros. 
b) El titular del ministerio al que esté adscrito el organismo autónomo. 
c) El Ministro de Hacienda. 
d) El presidente o director del organismo autónomo. 
 
 



84. De acuerdo con el artículo 164 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la auditoría operativa constituye: 

a) La revisión y verificación de la información y documentación contable. 
b) La verificación de que los actos, operaciones y procedimientos de gestión 

económico-financiera se han desarrollado de conformidad con las normas que 
les son de aplicación. 

c) La verificación del cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria. 
d) El examen sistemático y objetivo de las operaciones y procedimientos de una 

organización, programa, actividad o función pública. 
 

85. En la fijación de las tasas se tendrá en cuenta, cuando lo permitan las 
características del tributo, el principio de… 

a) globalidad. 
b) capacidad económica. 
c) mérito. 
d) jerarquía. 

 
 

86. De acuerdo con la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, ¿la 
falta de qué requisito determinará la nulidad de pleno derecho de las disposiciones 
reglamentarias que determinen las cuantías de las tasas? 

a) Informe histórico. 
b) Memoria económica-financiera. 
c) Informe de antecedentes. 
d) Informe jurídico de comparación internacional. 
 
 

87. El acto mediante el que se declara la existencia de un crédito exigible contra la 
Hacienda Pública estatal o contra la Seguridad Social, derivado de un gasto 
aprobado y comprometido y que comporta la propuesta de pago correspondiente, 
se denomina: 

a) Aprobación del gasto. 
b) Compromiso de gasto. 
c) Reconocimiento de la obligación. 
d) Ordenación del pago. 

 
 

88. Los órganos de los departamentos ministeriales, de sus organismos autónomos y 
de las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, 
competentes para la suscripción de convenios de colaboración o contratos-
programa con otras Administraciones públicas o con entidades públicas o privadas, 
necesitarán autorización del Consejo de Ministros cuando el importe del gasto que 
de aquéllos se derive, sea superior a… 

a) 6 millones de euros. 
b) 8 millones de euros. 
c) 10 millones de euros. 
d) 12 millones de euros. 



 
 
 

89. De acuerdo con lo previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la cuantía global de los anticipos de caja fija no podrá superar para 
cada ministerio u organismo autónomo… 

a) el siete por ciento del total de créditos del capítulo destinado a gastos 
corrientes en bienes y servicios del presupuesto vigente en cada momento. 

b) el siete por ciento del total de créditos del capítulo destinado a gastos de 
inversión del presupuesto vigente en cada momento. 

c) el siete por ciento del total de créditos del capítulo destinado a gastos de 
acción social del capítulo I. 

d) el quince por ciento del total del presupuesto anual del organismo. 
 
 
 

90. De acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, los 
perceptores de las órdenes de pago a justificar quedan obligados a rendir cuenta 
justificativa de la aplicación de las cantidades recibidas. El plazo de rendición de 
las cuentas será, de forma general y salvo excepciones, de… 

a) dos años. 
b) nueve meses. 
c) siete meses. 
d) tres meses. 

 
 
 

91. Según la ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, ¿cuál de 
los siguientes contratos o negocios jurídicos NO queda excluido de su ámbito de 
aplicación? 

a) Los contratos de obras, suministros y servicios que se celebren en el ámbito de 
la seguridad o de la defensa que estén comprendidos dentro del ámbito de 
aplicación de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector público en 
los ámbitos de la defensa y de la seguridad. 

b) Las concesiones que se adjudiquen a otro Estado en relación con obras y 
servicios directamente relacionados con el equipo militar sensible, u obras y 
servicios específicamente con fines militares, u obras y servicios sensibles. 

c) Los acuerdos que celebre el Estado con otros Estados o con otros sujetos de 
derecho internacional. 

d) Los contratos onerosos, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que 
celebren las entidades enumeradas en el artículo 3 de esta Ley. 

 
 
 
 
 
 



92. De acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el nuevo 
contrato que garantice la continuidad de la prestación a realizar por el contratista 
como consecuencia de incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles 
para el órgano de contratación producidas en el procedimiento de adjudicación y 
existan razones de interés público para no interrumpir la prestación, se podrá 
prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato 
y en todo caso por un periodo máximo de... 

a) nueve meses. 
b) tres meses.  
c) cinco meses. 
d) siete meses. 

 
 

93. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, interpuesto el recurso especial en materia de 
contratación, el órgano  competente  para la resolución lo notificará en el mismo 
día al órgano de contratación con remisión de copia del escrito  de interposición y 
reclamará el expediente a la entidad, órgano o servicio que lo hubiese tramitado, 
quien deberá remitirlo, acompañado del correspondiente informe dentro de… 

a) los dos días naturales siguientes. 
b) los tres días naturales siguientes. 
c) los dos días hábiles siguientes. 
d) los tres días hábiles siguientes. 
 
 

94. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, contra la resolución dictada en el procedimiento 
de resolución del recurso especial en materia de contratación, sólo cabrá la 
interposición de:  

a) Recurso de alzada. 
b) Recurso de reposición. 
c) Recurso contencioso-administrativo. 
d) Recurso de casación. 

 

95. De acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, la 
competencia para autorizar créditos extraordinarios o suplementarios (excluidos los 
que afecten a gastos de personal o a los contemplados en el apartado 2 del 
artículo 44 de la citada Ley) en los organismos autónomos corresponderá a los 
Presidentes o Directores de los mismos hasta un importe del 10% del 
correspondiente capítulo de su presupuesto inicial de gastos, cuando no supere la 
cuantía de: 

a) 1.000.000 de euros. 
b) 500.000 euros. 
c) 2.000.000 de euros. 
d) 250.000 euros. 

 



96. De acuerdo con la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas, por razón del régimen jurídico al que están sujetos, la 
gestión y administración de los bienes y derechos demaniales de un organismo 
autónomo se ajusta a uno de los siguientes principios: 

a) Dedicación preferente a su uso privativo frente al uso común. 
b) Eficiencia y economía en su gestión.  
c) Eficacia y rentabilidad en la explotación de estos bienes y derechos. 
d) Inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad. 

 

 

97. De acuerdo con el artículo 159 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, en relación al contenido del control financiero permanente 
efectuado por la Intervención General de la Administración del Estado, éste incluirá 
las siguientes actuaciones: (señale la respuesta INCORRECTA) 

a) Comprobación de la planificación, gestión y situación de la tesorería. 
b) Realización de la auditoría de regularidad contable. 
c) Verificación del cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables a los 

aspectos de la gestión económica a los que no se extiende la función 
interventora. 

d) Seguimiento de la ejecución presupuestaria y verificación del cumplimiento de 
los objetivos asignados a los programas de los centros gestores del gasto y 
verificación del balance de resultados e informe de gestión.  

 

 

98. De acuerdo con el artículo 144 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la Intervención General de la Administración del Estado ejercerá 
sus funciones de control conforme a los principios de: (señale la respuesta 
INCORRECTA) 

a) Buena gestión. 
b) Autonomía. 
c) Ejercicio desconcentrado. 
d) Jerarquía interna. 

 

 

99. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, cuando la 
solicitud de acceso a la información pública no identifique de forma suficiente dicha 
información, se pedirá al solicitante que la concrete en un plazo de: 

a) Quince días. 
b) Diez días. 
c) Un mes.  
d) En ningún caso se pedirá concreción al solicitante. 

 
 



 
 

100. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, frente a toda 
resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá interponerse: 

a) Recurso de Alzada ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 
b) Acción de Nulidad ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 
c) Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 

potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 
d) Recurso Extraordinario de Revisión ante el Consejo de Transparencia y Buen 

Gobierno. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



PREGUNTAS SUPLEMENTARIAS (reserva) 
 
 
 
1. Mediante el sistema Cl@ve Firma un ciudadano puede realizar la firma electrónica 

con certificados electrónicos centralizados y custodiados por la Administración 
Pública. Este sistema: 

a) Puede activarse mediante la funcionalidad conocida como Cl@ve PIN. 
b) Puede activarse mediante la funcionalidad conocida mediante Cl@ve 

Permanente. 
c) Requiere un registro previo específico en una comisaría de Policía. 
d) Puede activarse telefónicamente a través del 060. 

 
 
2. Se establecen en el artículo 12 del IV Convenio Único para el personal laboral de 

la Administración General del Estado: 

a) Una comisión negociadora y una subcomisión delegada. 
b) Una comisión negociadora y una comisión paritaria. 
c) Un comité negociador y una subcomisión delegada del comité. 
d) Un comité negociador general y dos subcomités delegados parciales 

competentes por razón de materia. 
 
 
3. ¿Qué familia de normas ISO determina los requisitos para un sistema de gestión 

de la calidad? 

a) ISO 9000. 
b) ISO 14000. 
c) ISO 22000. 
d) ISO 27000. 

 
 
4. Según el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las medidas provisionales 
que se adopten en un procedimiento administrativo tienen que cumplir los 
principios de: 

a) Proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad. 
b) Proporcionalidad, eficacia y equilibrio entre las partes. 
c) Eficacia, menor onerosidad y transparencia. 
d) Transparencia y eficacia. 

 
 
 



5. Según lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, ¿quién ejerce la potestad reglamentaria en 
las materias propias del Departamento ministerial? 

a) Los Ministros. 
b) Los Secretarios de Estado y Subsecretarios en el ámbito de su competencia. 
c) Los Subsecretarios como jefes ordinarios del Departamento ministerial. 
d) La potestad reglamentaria se reparte según el ámbito competencial. 

 


